

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO CUARENTA
En la ciudad de Córdoba, a los seis días del mes de agosto de dos mil quince, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Aída Lucía Teresa Tarditti, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "OLMEDO, MANUEL LUIS C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 2322293), con motivo del recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 245), fijándose las cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Aída Lucía Teresa Tarditti.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


1.- A fs. 245 el actor interpuso recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Cincuenta y seis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el dieciséis de mayo de dos mil trece (fs. 215/244), que resolvió: "1.- Rechazar la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por Manuel Luis Olmedo en contra de la Provincia de Córdoba. 2.- Imponer las costas al actor vencido y diferir la regulación de los honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base económica suficiente al efecto. ...".


2.- Concedido el recurso por el Tribunal a quo (fs. 246), se elevaron los autos a este Tribunal (fs. 249), corriéndose traslado al apelante (fs. 251), quien lo evacuó a fs. 252/262vta., solicitando se revoque la sentencia, con costas.


La expresión de agravios admite el siguiente compendio:

Como primer agravio se alega que la Sentenciante omite la normativa aplicable cuando declara la legitimidad del actuar de la demandada, pese a que el actor no tuvo oportunidad de formular descargo alguno, lo cual implica una violación a los principios del debido proceso y del derecho de defensa. 
Sostiene que, tal como lo advierte el voto de la Minoría, no fue debidamente notificado de los emplazamientos que se dirigieron a un domicilio que había perdido vigencia, lo cual le impidió ejercer su derecho de defensa, determinando entonces la nulidad de la cesantía. 
Explica que a tenor de lo establecido en la Ley 7233,  para que se configure la causal de cesantía es preciso que esté acreditado que el agente incurrió en faltas injustificadas durante cinco (5) días continuos y que la Administración haya formulado el emplazamiento pertinente para que se produzca el descargo.

Agrega que no incurrió en abandono del cargo, puesto que una vez finalizado el plazo de licencia no remunerada, se presentó ante la demandada para que se le asignaran funciones, sin que la Administración resolviera su situación de revista. 
Valora que los emplazamientos efectuados por la accionada no generaron efecto jurídico alguno, puesto que nunca recibió las notificaciones enviadas.
Se agravia porque fue soslayado que en el caso no se lo emplazó para que efectuara el descargo, sino que directamente se decidió imponer la cesantía.
Señala que si la Administración decidió someterlo a la normativa que permite la no realización del sumario previo, debió otorgarle la posibilidad de efectuar el descargo correspondiente a fin de garantizar el derecho de defensa.
Agrega que la posibilidad del descargo garantiza el derecho a ser oído, a ofrecer y producir prueba y a obtener una decisión fundada. 

Remarca la importancia del domicilio en el cual la demandada efectuó las notificaciones y cita el artículo 54 de la Ley 6658. Razona que la Cámara a quo debió controlar si se cumplió el procedimiento que garantizara el derecho de defensa. 

En este sentido afirma que la Sentenciante consideró que, la Administración cumplió con la obligación de dar la oportunidad de formular el descargo, con las notificaciones enviadas al domicilio denunciado por el accionante. Añade que de las actuaciones administrativas, surge que el actor se mudó, comunicando la novedad a la empleadora con fecha veinte de junio de dos mil ocho, de lo cual se deriva, que era obligación de la demandada dirigir las notificaciones al nuevo domicilio denunciado. 

Razona que no pueden considerarse debidamente realizadas las notificaciones efectuadas al domicilio anterior y critica el voto de la Señora Vocal Doctora Suárez Ábalos, a partir del cual se interpreta que la comunicación del cambio de domicilio, sólo es válida para el expediente en que fue incorporada y no en el trámite sancionatorio sustanciado en actuaciones diferentes. 

Afirma que no importa en qué expediente se notificó el cambio de domicilio, sino que a partir de dicha comunicación la Administración debió dirigir todas las notificaciones a dicho domicilio, pues lo contrario implica una arbitrariedad manifiesta. 

Deriva que si la Administración notificó el decreto que dispuso la cesantía al domicilio real y al nuevo constituido,  no se entiende porqué actuó de manera diferente al iniciar el proceso sancionatorio. Cuestiona si ello se debió a una omisión o fue realizado con la intención de privar al actor de su derecho de defensa. 

Entiende que la relación de empleo público no deja de tener de naturaleza laboral, por lo que resultó quebrada la regla constitucional local de interpretación (art. 23 inc. 13, Const. Pcial.). 

Critica que se haya considerado que no fue vulnerado el derecho de defensa del actor.  

Señala partes del fallo que a su criterio no coinciden con las actuaciones administrativas. Reitera que se violó la garantía constitucional del sumario previo y del derecho de defensa. 

Explica que la intimación previa es un requisito obligatorio y necesario para que proceda la cesantía y si se ha prescindido de aquel en el sub lite, el acto está viciado en su forma y resulta nulo de nulidad absoluta. 

Agrega que las reglas del debido proceso legal consagradas en la Convención Americana de Derechos Humanos son plenamente aplicables. 

Sostiene que en el procedimiento administrativo se encuentra comprometido el interés público y deduce que si las notificaciones no se realizaron en el último domicilio constituido por el actor, la Administración omitió cumplir con su deber legal e impidió el ejercicio de un derecho esencial. 

Asevera que la causal de cesantía por abandono del cargo sólo puede configurarse válida si existe una previa intimación al agente. 

Considera que no hay motivos para que se juzgue "inoficioso" el escrito presentado por el actor solicitando que se le asignen funciones. Apunta que el decisorio cae en otra contradicción al valorar como pasiva y carente de diligencia la actitud del actor. 

Alega que el ejercicio de la función administrativa es en esencia formal y sólo el administrado puede ser excusado de su observación. Dice que la Administración está sujeta al orden jurídico, de modo que nunca se podría justificar el apartamiento de la obligación legal de notificar al actor en el domicilio constituido, previo a la cesantía. 

Opina que en el decisorio se recurre a la tutela de las formas como un valor en sí mismo, para justificar la desviación. En este sentido, niega que pueda confundirse el derecho de defensa con una formalidad. 

Manifiesta que según el voto del Señor Vocal Doctor Gutiez, como el actor no pudo explicar los motivos de sus faltas, hay que tenerlas por injustificadas, postura que contraría el principio de inocencia. 

Agrega que se hace referencia al "problema de las notificaciones", lo que importa reconocer que existe un problema, pero en lugar de aplicar la ley se exime a la demandada de su cumplimiento. 

Señala que las constancias de autos permiten verificar que el actor no faltó sin justificativo, sino que requirió su reincorporación y que nunca contestaron su petición. 

Como segundo agravio cuestiona que se decida a favor de la validez de los actos que vulneran el derecho de defensa y la garantía constitucional a la estabilidad del empleado público. 

Relata que las actuaciones administrativas llegaron a la Fiscalía de Estado para resolver el recurso jerárquico presentado en contra de la declaración de perención del trámite administrativo donde había solicitado que se le asignasen tareas y, añade que antes de decidirse tal cuestión, el Señor Gobernador dictó la cesantía sin sumario previo.
Acusa un tratamiento desconsiderado de la Administración que lo mantuvo en una prolongada situación de indefinición. 

Remarca que no hubo abandono de tareas, emplazamiento para justificar las faltas y sanción, sino un pedido concreto del actor de asignación de tareas y una solicitud de reincorporación presentada al finalizar la licencia otorgada. 
Indica que hay contradicción entre la normativa invocada en los considerandos del Decreto Número 1206/09 que remite al artículo 68 inciso d) de la Ley 7233 y la parte resolutiva que cita el artículo 68 inciso a) ibídem. 

Sostiene que la mención imprecisa de los fundamentos legales para encuadrar la conducta objetada, traduce una inseguridad jurídica a lo cual se suma la nulidad de las notificaciones y el silencio de la Administración. 

Aduce que no se resuelve el caso conforme las constancias probatorias y la normativa aplicable al caso. 

Reitera que se incurre en un vicio al dictar la sentencia recurrida, por cuanto se sustituye una norma aplicable por un criterio subjetivo del Juez quien falla violentado el mandato constitucional (art. 155, Const. Pcial.). 

Como tercer agravio manifiesta que la Juzgadora se inclina a favor de la legitimidad del obrar administrativo, pese a las irregularidades advertidas en el procedimiento administrativo. 

Dice que se lo perjudica cuando se considera que incurrió en abandono del cargo, puesto que dicha causal presupone además de la incomparecencia, la voluntad de no concurrir, circunstancia que no ha sido acreditada en autos. 

Agrega que una vez agotada la licencia, pese a su corta experiencia laboral, advirtió la incertidumbre de su situación y por ello reclamó a la demandada que la aclarase. En este sentido, añade que si bien continuaron depositando sus haberes mensualmente, él no percibió dichas sumas porque no tenía la confirmación de su derecho, pues no estaba prestando servicios. 
Explica que esta actitud de no percibir los haberes, denota lealtad y que siempre estuvo a disposición de la demandada. 

Hace hincapié en que fue por exclusiva voluntad y arbitrio de la demandada que el actor no cumplió funciones. 

Deja planteada la inconstitucionalidad de la sentencia impugnada y hace reserva del recurso extraordinario federal (art. 14, Ley 48). 

3.- A fs. 263 se corrió traslado a la contraria, quien lo evacuó a fs. 264/274 solicitando por las razones que allí expresa, el rechazo del recurso interpuesto, con costas.
4.- A fs. 275 se dictó el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 277) dejó la presente causa en condiciones de ser resuelta. 


5.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra una sentencia definitiva dictada en primera instancia y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 y ss., C.P.C.A.) y así sostiene que el conflicto de intereses planteado. 


6.- La sentencia de la Cámara a quo contiene una adecuada relación de causa, la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración (art. 329, C.P.C. y C.). 


7.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, la Cámara a quo -por mayoría- rechazó la demanda de plena jurisdicción incoada en contra del Decreto Número 1206/09 de fecha veinticinco de agosto de dos mil nueve (cfr. fs. 10/11 y fols. 31/32, expte. adm. N° 0485-014923/2008) y de su confirmatorio, Decreto Número 1853/09 de fecha  seis de noviembre de dos mil nueve (cfr. fs. 13/14 y fols. 9/10vta., expte. adm. N° 0171-013047/2009), ambos dictados por el Poder Ejecutivo Provincial, los cuales dispusieron la cesantía del acccionante con fundamento en el artículo 68 inciso a) de la Ley 7233. 


Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo el actor. 


8.- A los fines de discernir sobre la entidad anulatoria de los agravios planteados, es dable considerar el plexo normativo aplicable al subexamine. 

El artículo 17 de la Ley 7233, al prever sobre los deberes inherentes al empleo público, establece que “…el agente está obligado a: a) A la prestación personal del servicio con eficiencia, responsabilidad y diligencia en el lugar y condiciones de tiempo y forma que determinen las disposiciones reglamentarias correspondientes … x) A declarar la nómina de los familiares a su cargo, y comunicar dentro del plazo de los treinta (30) días de producido el cambio de estado civil o variantes de carácter familiar, acompañando en todos los casos la documentación correspondiente, y mantener permanentemente actualizada la información referente al domicilio.” (énfasis agregado).

A su vez, el artículo 68 dispone que “…son causas para la cesantía: a) Inasistencias injustificadas de más de DIEZ (10) días discontinuos en el año calendario ... d) Abandono del cargo…”. 

Por su parte, el artículo 71 reza “… las suspensiones mayores de diez (10) días, la cesantía y la exoneración sólo podrán disponerse previa instrucción del sumario respectivo...”.
El artículo 72 establece que “No será necesario sumario previo cuando medien las causales previstas en los incs. a), b) y c) del art. 67 a), b), d), y k) del art. 68, y a) del art. 69. En estos casos el agente será sancionado mediante resolución fundada que indique las causas determinantes de la medida y previo habérsele corrido traslado a efectos de que éste, dentro de las 48 horas, formule el descargo y aporte las constancias correspondientes”.
Por otro lado, los artículos 105 y 106 disponen que la Dirección General de Personal de la Provincia será la autoridad de aplicación de dicho Estatuto y entre sus funciones enumeran “c) Llevar el registro integral del personal de la Administración Pública Provincial en actividad…” y “d) Establecer el sistema y procedimiento para la registración de las novedades del personal y supervisar su cumplimiento.”

A su vez, el artículo 68 inciso d) del Decreto Reglamentario 1080/86, que reglamenta las causales de cesantía, establece que “Incurre en abandono del cargo el agente que falta injustificadamente a sus tareas durante más de cinco (5) días hábiles continuos. La Oficina de Personal respectiva deberá efectuar el emplazamiento que dispone el artículo 72 de la ley.”

El artículo 72 fija que “Las notificaciones, citaciones y emplazamientos o vistas que deban practicarse con motivo de lo dispuesto en dicho artículo, deberán realizarse conforme a lo establecido en la Ley de Trámite Administrativo de la provincia al último domicilio denunciado por el agente.”

Finalmente, el artículo 54 de la Ley 6658 dispone que “Las notificaciones ordenadas en actuaciones administrativas deberán contener la pertinente motivación del acto y el texto íntegro de su parte resolutiva, con la expresión de su carátula y numeración correspondiente, y se dirigirán al domicilio constituido o, en su defecto, al domicilio real”.
9.- A la luz de las normas aplicables, deben examinarse las circunstancias fácticas acreditadas en la causa, de las que surge que el actor -con sólo cinco (5) meses y cuatro (4) días de antigüedad- solicitó licencia no remunerada por el plazo de un año (cfr. fol. 3 expte. adm. N° 0485-013340/2007) y reiteró su pedido con fecha treinta de marzo de dos mil siete (cfr. fol. 6, expte. adm. cit.), concediéndosele lo peticionado por Resolución Número 865/2007 (fol. 6 y vta. del Expte. Adm. N° 0485-014923/2008). 

Una vez vencida la licencia otorgada, el actor no se presentó ante la Administración, hasta pasados cuatro (4) meses y dieciocho (18) días, momento en el cual solicitó -mediante nota fechada veinte de junio de dos mil ocho - que se le asignaran funciones y se le indicara el lugar de prestación de aquéllas (cfr. fol. Único 26 del Expte. Adm. N° 0485-013340/2007). 

Si bien es cierto que en dicha nota constituyó nuevo domicilio, también lo es que el actor omitió cumplir con la obligación de mantener actualizada la información referente al lugar de su residencia habitual (art. 17, inc. x), Ley 7233), puesto que no comunicó la modificación operada ante la Dirección General de Personal (arts. 105 y 106, Ley 7233) o en la oficina de Recursos Humanos correspondiente.

Posteriormente, dejó transcurrir ocho (8) meses y veintitrés (23) días para presentar un nuevo escrito solicitando pronto despacho (cfr. fol. 1 del folio único 24, ib.), a lo cual la Administración respondió mediante el dictado de la Resolución Número 50/2009 de fecha trece de abril de dos mil trece, que declaró la perención de la instancia administrativa (cfr. fols. 32/33, Expte. Adm. N° 0485-013340/2007).


Previo a la imposición de la sanción de cesantía cuestionada, la Administración - en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 72 del Decreto Número 1080/86, reglamentario de la Ley 7233- emplazó al actor a los fines de que justificara las inasistencias producidas desde el vencimiento de la licencia sin goce de haberes (02/02/2008). A tal fin, se cursaron dos cartas documentos, las cuales fueron devueltas consignando como motivo o referencia de la no recepción “se mudó” (cfr. fol. 7/9 y 17/18 del Expediente Administrativo 0485-014923/2008). 

Cabe señalar que las cartas documentos se enviaron al domicilio declarado por el actor, conforme surge del informe de personal de folio 4 del mismo expediente administrativo. 


Ante la imposibilidad de cumplir con la notificación, la Comisión de Asuntos Legales de la Dirección General de Personal emitió un dictamen en el cual aconsejó la publicación de edictos en el Boletín Oficial para emplazar e intimar al Señor Olmedo a fin de que formulara el descargo y ofreciera la prueba que hicieran a su derecho respecto de las inasistencias incurridas desde el cuatro de febrero de dos mil ocho hasta la fecha de mentada publicación, bajo apercibimiento de cesantía (cfr. fols. 20/21, expte. adm. cit.). 


En virtud de tal informe técnico, se realizaron las pertinentes publicaciones en el Boletín Oficial durante cinco días (cfr. fols. 22/29, expte. adm. cit.), pese a lo cual,  el actor no compareció (fol. 29, expte. adm. cit.). Constatadas tales circunstancias, se emitió el acto preparatorio correspondiente (Dictamen N° 592/2009, cf. fol. 30 y vta., expte. adm. cit.) dictándose el acto administrativo que dispuso la cesantía (Decreto 1206/09, fol. 31/32, expte. adm. cit.).

En suma, el actor fue dejado cesante (art. 68 de la Ley 7233) por haber incurrido en las causales de "abandono del cargo" (art. 68 inc. b) ib.) al haber registrado ciento sesenta y nueve (169) faltas injustificadas en el período comprendido entre los días tres de febrero y tres de octubre de dos mil ocho (cfr. fols. 7/9, 19/21 del Expediente Administrativo Nro. 0485-013340/2007).

10.- El actor cuestiona el procedimiento llevado a cabo, aseverando que no tuvo oportunidad de formular su descargo, porque los emplazamientos se dirigieron a un domicilio que había perdido vigencia en vez de efectuarse en el nuevo domicilio que denunció cuando se presentó ante la demandada solicitando que se le asignaran funciones. Considera, consecuentemente, conculcada la garantía constitucional del debido proceso. 

Ciertamente, un exhaustivo repaso de las constancias de las actuaciones administrativas cumplidas (cfr. Expte. Adm. N° 0485-013340/2007, 0485-014923/2008 y su encordado N°0171-013047/2009), permite aseverar que al omitirse enviar las notificaciones al nuevo domicilio del actor, se le impidió formular el descargo previo, lo cual vulneró las garantías mínimas del debido proceso adjetivo (arts. 18 de la Const. Nacional y 39 y 40 de la Const. Provincial).


11.- Como es sabido, resulta insoslayable la concreción expresa de la acusación formulada contra el agente público inculpado, en la cual se deje constancia de los hechos imputados como configuradores de una presunta falta administrativa merecedora de la sanción consiguiente, asegurando el formal descargo por escrito que confiera al interesado la oportunidad de alegar todas las razones que estime necesarias para su defensa, a las que podrá añadir el ofrecimiento de las pruebas que fueren conducentes.

Es que el ejercicio de la potestad disciplinaria comporta el respeto inexcusable del principio axiológico fundamental del debido proceso adjetivo en forma previa a la aplicación de la sanción, el cual se materializa a través del procedimiento sumarial en una acepción amplia (comprensiva no sólo del mero "descargo" sino también del sumario "strictu sensu", según las singularidades de la falta imputada), cuya omisión no se subsana por vía de las impugnaciones posteriores a la imposición de la sanción. Este es el sentido y alcance de lo dispuesto por el artículo 23 inciso 13 de la Constitución Provincial (conf. Sentencias Nro. 12/1996 "Esteban, Elsa...", Nro. 43/1998 "Paniagua de Alday...", Nro. 155/1999 "González...", Nro. 106/2000 "Reges...", Nro. 116/2000 "Medina de Mentasti...", Nro. 154/2001 "Ravagnani..." y Nro. 43/2004 "Piñero...").

La finalidad del precepto es garantizar insoslayablemente el debido proceso adjetivo, por lo que si excepcionalmente la normativa infraconstitucional acude al descargo para garantizarlo, ello armoniza con el texto de jerarquía superior que se reglamenta, siempre que se recepte con la amplitud necesaria el derecho de defensa, esto es: derecho a ser oído, ofrecer y producir prueba y obtener una decisión fundada.

A partir de la Sentencia 37/2007 "Ardanaz…", se puso de relieve que,  en el marco del ejercicio del control de convencionalidad realizado por la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, las garantías judiciales del artículo 8 de la Convención no se limitan a los recursos judiciales, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales (Caso "Ivcher Bronstein" del 06/02/2001). Como señala la doctrina, el efecto útil hallado en la norma le permitió afirmar a la Corte Interamericana que los órganos jurisdiccionales, como los que ejercen funciones de naturaleza jurisdiccional, tienen el deber de "adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso..." (cfr. ALBANESE, Susana, "El Sistema Regional Americano de Derechos Humanos" en ALBANESE, Susana y Otros, Derecho Constitucional, Editorial Universidad, Buenos Aires, 2004, pág. 510).

El contenido esencial de las denominadas garantías judiciales ha sido expresamente extendido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al procedimiento administrativo en el caso "Baena, Ricardo y Otros (270 Trabajadores vs. Panamá)" de fecha dos de febrero de dos mil uno, al señalar que "...Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula "Garantías Judiciales", su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, "sino [al] conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales" a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal..." (énfasis agregado).

En la observancia de estos principios se juega la efectividad de la tutela judicial efectiva y también de la tutela administrativa efectiva que supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia -a lo que cabe agregar, ante las autoridades administrativas competentes- y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso -o procedimiento- conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o decisión- fundada (Fallos 310:1819 y fallo de la C.S.J.N. de fecha 14 de octubre de 2004, en autos "A.937.XXXVI. Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER c Dcto. 310/98 s/ amparo Ley 16.986" y comentario de Canosa, Armando N., "Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva" en R.A.P., Nro. 323, pág. 75).

12.- Cabe señalar finalmente como lo sostuviera en precedentes anteriores, que la posibilidad de deducir recursos con posterioridad a la imposición de la sanción no convalida la omisión del respeto al debido proceso previo y el derecho de defensa (Sentencias Nro. 12/1996 "Esteban...", Nro. 203/1999 "Rius...", Nro. 102/2001 "Benassi...", Nro. 112/2001 "Carranza...", Nro. 199/2001 "Medina Adelki..." y Nro. 51/2002 "Reyeros..."). 

El debido proceso adjetivo y el derecho de defensa -garantías constitucionales salvaguardadas en los artículos 19 inciso 9 y 23 inciso 13 de la Constitución Provincial, 18 y 75 inciso 22 de la Ley Fundamental de la Nación y 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica- exigen inexcusablemente el conocimiento de la acusación, la que deberá formularse dando detalles de los hechos considerados punibles y de la participación del agente en ellos.

Esta garantía impone como requisito insoslayable que en todo trámite destinado a comprobar la existencia de una falta administrativa, la Administración respete el derecho del agente a ser oído, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión fundada.

En este orden de ideas, es dable señalar que las normas estatutarias autorizan la aplicación de sanciones menores sin sumario previo en los casos de fácil acreditación objetiva de la falta imputada o de leves infracciones, circunstancia que no obsta la inclaudicable obligación de resguardar el derecho de defensa a través -al menos- del descargo, exista o no una norma que expresamente lo establezca, ya que aún en ausencia de ella, el debido proceso constituye un principio constitucional de obligatorio acatamiento.
El descargo presupone un procedimiento reducido tendiente a tutelar el derecho de defensa y a facilitar nuevos elementos de juicio a la Administración. Si bien no requiere la formalidad propia del procedimiento sumarial, debe resguardar aunque sea mínimamente, el cumplimiento de los siguientes aspectos: derecho a ser oído, a ofrecer y producir prueba y a una decisión fundada, todo ello en el marco sumarísimo que la naturaleza de ese trámite implica.

Lo que pretende el debido proceso es el respeto de su contenido con anterioridad a la sanción misma. De allí que la Constitución dice "sumario previo" antes de la sanción. En definitiva, no es lo mismo garantizar el debido proceso previo que el acceso al control administrativo a través de la vía recursiva. Son dos temáticas diferentes.

Tales conceptos se derivan de los principios de juridicidad expresamente condensados en el ámbito constitucional. El obrar de la Administración está condicionado a que su actividad se ejercite dentro de límites razonables, de modo que no se vulneren las garantías y derechos constitucionales, sin debilitar ni alterar los mismos. Sólo así la actuación de los organismos administrativos y judiciales podrán tener una doble fuerza de convicción: legalidad y razonabilidad, la primera, a través del correcto encuadre normativo de la cuestión y la segunda, por medio de una vivencia de justicia.

Igual conclusión corresponde en función de la invocada teoría de la "subsanación o convalidación en sede judicial", ya que sólo las irregularidades menores pueden excepcionalmente ser convalidadas, en la medida que no vulneren el debido proceso y que su esencialidad quede cubierta. 
13.- La ponderación de la real restricción al pleno ejercicio de tal derecho por parte del administrado acusado de la comisión de una falta administrativa, como así también de la estricta observancia de las reglas que en cada caso particular salvaguardan la garantía del debido proceso adjetivo, no puede llevarse a cabo sino a partir de un examen objetivo y contextual de todas las circunstancias acreditadas desde el inicio mismo del trámite sancionatorio.

A tenor de las constancias de autos y de las consideraciones expuestas, es dable concluir que en el subexamine, la Administración incurrió en un grave desvío procedimental, configurado al privársele al agente la posibilidad de formular su descargo y, de este modo, defenderse u ofrecer prueba.

Es que no obstante las actuaciones administrativas cumplidas -envío de notificaciones y cartas documentos al domicilio asentado en el legajo del empleado y publicación de edictos-, tal como señala el voto minoritario en la sentencia atacada, “… es evidente que el actor nunca tomó conocimiento de dicha notificación, no sólo por haberse mudado del domicilio, sino que tal conclusión se deriva también del hecho de que, con fecha 13-3-09, ante la falta de respuesta de la autoridad administrativa a su pedido de asignación de tareas del 20-6-08, presentó pronto despacho instando su resolución…” (cfr. fs. 223vta.).

Es oportuno indicar que la Administración conoció que tanto las notificaciones practicadas como el envío de las cartas documentos resultaron infructuosas e insuficientes para que el actor pudiera ejercer sus derechos estatutarios y constitucionales, ya que se le informó que el agente se había mudado (cfr. fol. 7/9 y 17/18 del Expediente Administrativo 0485-014923/2008).

Asimismo, existe un indicio cierto de que la Administración conocía el nuevo domicilio del actor, ya que como se señala en la apelación deducida, el decreto que dispuso la cesantía fue notificado tanto al domicilio asentado en el legajo como al denunciado al solicitar asignación de funciones, por lo cual es cuestionable que no se haya obrado de igual manera al iniciar el proceso sancionatorio. 

En este sentido, debe atenderse a que el obrar administrativo se exhibiría justificado, siempre que no resultase posible que la demandada tuviera o pudiese tener conocimiento de la residencia del actor por cualquiera de sus diferentes registros, extremo no acreditado en autos, toda vez que en la sede administrativa se gestionaba una solicitud del agente en la cual se había denunciado un nuevo domicilio. 

Consecuentemente, la Administración podía realizar las averiguaciones necesarias y razonables para permitir la identificación y localización del actor y su domicilio, de lo cual se infiere que la demandada no realizó todas las gestiones necesarias y lo esfuerzos y averiguaciones esperadas que tornara legítimo recurrir a la vía edictal (cfr. Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, T. V,  F.D.A., Buenos Aires,  2010, págs.12 y ss.). 

Si la propia Administración -ante quien se tramitaban los Exptes. Adms. N° 0485-013340/2007, 0485-014923/2008 y 0171-013047/2009- se encontraba en condiciones de vincular la información consignada en las actuaciones labradas en su sede, tomar nota del nuevo domicilio denunciado por el actor al presentarse pidiendo asignación de tareas y notificarle en forma los emplazamientos para que pudiera formular el correspondiente descargo (art. 54 de la Ley 5350 -t.o. 6658- ), le asiste razón al recurrente cuando cuestiona el acto administrativo que dispuso su cesantía.

En definitiva, tal como sostuvo el Doctor Caferatta en su voto, “…el actor no fue debidamente notificado de los emplazamientos que se le dirigieron a un domicilio que había perdido vigencia, con lo que se le impidió ejercer en plenitud su derecho de defensa, lo que acarrea la nulidad de la cesantía practicada…” (cfr. fs. 224vta.)
Es que la deficiencia apuntada en la etapa previa a la emisión del acto sancionatorio, fulmina la juridicidad del acto impugnado, por cuanto se ha contrariado el orden jurídico vigente atento el error incurrido en la notificación del acto (Zanobini, G., Curso de Derecho Administrativo, T. I, págs. 400 y ss. y Sandulli, A., Manuale de diritto amministrativo, págs. 470 y ss.).

Tales conceptos se derivan de los principios de juridicidad expresamente condensados en el ámbito constitucional y aun cuando se trate de la comisión de faltas objetivamente comprobables (caso de las inasistencias injustificadas) en donde la exigencia del sumario se considera satisfecha con una previa vista o traslado al agente a fin de que pueda ejercer su defensa, su omisión constituye una grave violación.

14.- Una valoración sistemática e integradora de las circunstancias fácticas que considere el fin público que informa el obrar de la Administración, permite concluir que, aún cuando se le pueda imputar al agente falta de diligencia respecto de su deber de informar su nuevo domicilio en el área correspondiente, también es cierto que la propia Administración, no sólo conoció que el agente se había mudado, sino que además intervino en la tramitación de los diversos expedientes administrativos y, a partir de la toma de conocimiento en uno de ellos del cambio de residencia  -en el expediente en el cual se tramitó el pedido de licencia- bien pudo notificar correctamente los emplazamientos para que el actor formulara su descargo y justificase sus inasistencias.

15.- De lo expuesto se deduce que la falta de la oportuna y correcta notificación, provoca que el acto administrativo sancionatorio y su ratificatorio exhiban un vicio invalidante que encuadra en las causales de "anulabilidad" o "nulidad relativa" tipificadas en el artículo 105 de la Ley 6658 cuando establece que “Son anulables los actos viciados por error…". 

El carácter de la nulidad de los actos administrativos atacados, justifica que se ordene la reincorporación del actor en el cargo que poseía al momento del dictado del Decreto Número 1206/09, a partir del primer día hábil del mes siguiente al dictado del presente pronunciamiento.

La solución propiciada se ajusta a la naturaleza jurídica de los efectos ex nunc, los cuales son receptados por la doctrina cuando admite que la declaración de anulabilidad de un acto administrativo produce por regla general efectos sólo para el futuro (conf. Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Abeledo-Perrot, Buenos Aires 1966, Tomo II, págs. 638 y ss.; Cassagne, Juan Carlos, Derecho Administrativo, Abeledo-Perrot, Buenos Aires 1998, Tomo II, pág. 179; Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, F.D.A., Buenos Aires 1999, Tomo III, XI-33 y Fiorini, Bartolomé A., Manual de Derecho Administrativo, La Ley, Buenos Aires 1968, págs. 378 y ss.).

En este mismo orden de ideas, resulta improcedente el pago de indemnización haberes caídos y daño moral, atento a la causa de anulabilidad por la cual se acoge parcialmente -en definitiva- la acción contencioso administrativa incoada.

16.- Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso de apelación y, en consecuencia, revocar la sentencia apelada. 

En su lugar, corresponde ordenar que la Provincia de Córdoba reincorpore al actor en el cargo que poseía al momento del dictado del Decreto Número 1206/09, a partir del primer día hábil del mes siguiente al dictado del presente pronunciamiento. 
17.- En cuanto a las costas, corresponde sean impuestas por el orden causado atento las circunstancias particulares y excepcionales del caso (arts. 130 y 132 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182). 

Así voto. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:
Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:
Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 245) en contra de la Sentencia Número Cincuenta y seis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el dieciséis de mayo de dos mil trece (fs. 215/244) y revocar la sentencia apelada.

II) Hacer lugar parcialmente a la demanda contencioso administrativa incoada y, consecuentemente, declarar la nulidad o nulidad relativa de los Decretos Número 1206/09 de fecha veinticinco de agosto de dos mil nueve y Número 1853/09 del seis de noviembre de dos mil nueve del Poder Ejecutivo Provincial (art. 105 de la Ley 6658) y ordenar que la demandada dicte un nuevo acto administrativo mediante el cual reincorpore al actor en el cargo que poseía u otro de similar jerarquía y remuneración a partir del primer día hábil del mes siguiente al dictado del presente decisorio, adjuntando copia certificada de esta sentencia y de la resolución dictada en su cumplimiento al legajo personal. 
III) No hacer lugar a la demanda en cuanto pretende el pago de salarios caídos y el daño moral.
IV) Imponer las costas por el orden causado atento las circunstancias particulares y excepcionales del caso (arts. 130 y 132 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).
V) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Cecilia Juárez -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la ley citada (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib.

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:
I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 245) en contra de la Sentencia Número Cincuenta y seis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el dieciséis de mayo de dos mil trece (fs. 215/244) y revocar la sentencia apelada.

II) Hacer lugar parcialmente a la demanda contencioso administrativa incoada y, consecuentemente, declarar la nulidad o nulidad relativa de los Decretos Número 1206/09 de fecha veinticinco de agosto de dos mil nueve y Número 1853/09 del seis de noviembre de dos mil nueve del Poder Ejecutivo Provincial (art. 105 de la Ley 6658) y ordenar que la demandada dicte un nuevo acto administrativo mediante el cual reincorpore al actor en el cargo que poseía u otro de similar jerarquía y remuneración a partir del primer día hábil del mes siguiente al dictado del presente decisorio, adjuntando copia certificada de esta sentencia y de la resolución dictada en su cumplimiento al legajo personal. 

III) No hacer lugar a la demanda en cuanto pretende el pago de salarios caídos y el daño moral.
IV) Imponer las costas por el orden causado atento las circunstancias particulares y excepcionales del caso (arts. 130 y 132 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

V) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Cecilia Juárez -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la ley citada (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib.
Protocolizar, dar copia y bajar.-
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